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ADMISIBILIDAD
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COLOMBIA

22 de marzo de 2011
I.
RESUMEN

1. El 10 de septiembre de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por Luis Hernando Van Strahlen Pedraza (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la presunta responsabilidad de agentes de la República de Colombia (en adelante “el Estado”, “el Estado colombiano” o “Colombia”) en la detención y muerte de Leonel Enrique Lázaro Ospina, Fidel Palomino Bustamante, Wilber Antonio Fernández Linares, José Vicente Simanca Galvis, Luis Manuel Obregón Martínez y otra persona aún sin identificar (en adelante “las presuntas víctimas”) el 15 de marzo de 1993 en la propiedad rural de La Raya, municipio de Pailitas, departamento del Cesar, así como la ausencia de esclarecimiento judicial de los hechos.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, la libertad personal y las garantías judiciales, establecidos en los artículos 4, 5, 7 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”).  Por su parte, el Estado alegó que los reclamos de los peticionarios eran inadmisibles en vista de que se habría incumplido con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el reclamo admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7 y 8 de la Convención Americana y en aplicación del principio iura novit curia el artículo 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su Informe Anual ante la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición bajo el número P843-04 y tras efectuar un análisis preliminar, el 18 de marzo de 2009 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30(3) de su Reglamento.  En respuesta el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH.  El Estado presentó su respuesta y sus anexos correspondientes el 25 de junio y 30 de julio de 2009 respectivamente, los cuales fueron transmitidos al peticionario para sus observaciones.  El 19 de agosto de 2009 el peticionario presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  En respuesta el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH.
5. El 22 de diciembre de 2009 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al peticionario para sus observaciones.  El 1º de febrero de 2010 el peticionario presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 19 de marzo de 2010 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al peticionario para su conocimiento.  El 14 de abril de 2010 el Estado presentó observaciones, las cuales fueron trasladadas al peticionario para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario
6. El peticionario alega que el 15 de marzo de 1993, entre las 9:00 y 10:00 PM, en el camino que conduce del caserío La Raya a los corregimientos de La Rivera en el municipio de Pailitas y Zapatosa en el municipio de Chimichagua, dentro del perímetro de la propiedad rural La Raya en el municipio de Pailitas, departamento del Cesar un grupo de personas que se transportaban en un camión Ford 350 fueron interceptadas y conducidas fuera de la carretera hacia el monte por efectivos de una patrulla del Ejército Nacional.
7. Alega que el 16 de marzo de 1993 al lado del poliducto Barrancabermeja – Pozos Colorados en el predio de la finca La Raya aparecieron los cadáveres de Leonel Enrique Lázaro Ospina, Fidel Palomino Bustamante, Wilber Antonio Fernández Linares, José Vicente Simanca Galvis, Luis Manuel Obregón Martínez y otra persona aún sin identificar y que fue únicamente hasta las 8:30 AM que los efectivos del Ejército Nacional informaron al Inspector de Policía de Pailitas y que aproximadamente a las 10:00 AM se realizaron las diligencias de levantamiento de cadáver.  Indica que las necropsias concluyen que las presuntas víctimas murieron a causa de hemorragia aguda por lesión vascular producida por proyectiles de elemento explosivo de carga múltiple.  Alega además que los cadáveres presentaron abrasiones, desprendimiento de piel, enucleación de tejidos, vestiduras rasgadas de lo cual infiere que las presuntas víctimas fueron torturadas al ser arrastradas con violencia antes de ser ejecutadas.

8. El peticionario alega que el Ejército se atribuyó la muerte de dichas personas bajo el argumento de que habrían muerto en un enfrentamiento al ser sorprendidos robando gasolina y que dicha información habría sido publicada en diversos medios de comunicación.  Indica que tras los hechos, el Comité de Derechos Humanos de Pailitas denunció los hechos ante el Consejero Presidencial para los Derechos Humanos, quien a su vez puso los hechos en conocimiento de la Procuraduría General de la Nación.
9. En cuanto al esclarecimiento de los hechos, el peticionario indica que por los hechos el 18 de marzo de 1993 el Juzgado Promiscuo Municipal de Pailitas ordenó el inició de investigación preliminar por el delito de homicidio.  Indica que el 30 de marzo de 1993 se remitió la investigación por homicidio a la Fiscalía 24 Delegada de Chiriguaná y que el 1º de abril de 1993 dicha Fiscalía remitió la investigación a la Fiscalía Regional de Barranquilla.  El peticionario alega que la Fiscalía Regional de Barranquilla convirtió la investigación por homicidio en una investigación por hurto en la que las presuntas víctimas se convirtieron en imputadas.  Así, alega que el 8 de abril de 1994 la Fiscalía Regional de Barranquilla profirió resolución inhibitoria por muerte de los imputados.  Alega que la Fiscalía señaló en su resolución que el Ejército sorprendió a las presuntas víctimas, quienes portaban armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas, cuando se encontraban perforando un tubo de combustible en un tramo del oleoducto en el municipio de Pailitas ante lo cual, las presuntas víctimas abrieron fuego contra los efectivos militares y en respuesta fueron muertas.  Alega que el 7 de mayo de 1996 el Fiscal Delegado ante los Jueces Regionales confirmó dicha decisión y el 29 de junio de 1999 el Fiscal Delegado ante los Jueces Regionales decidió suspender la investigación.
10. En cuanto a la jurisdicción disciplinaria, el peticionario alega que el 31 de enero de 1996 la Procuraduría Provincial de Valledupar formuló cargos contra el Cabo Francisco Manrique Carvajal y el Sargento José Flores Buitrago por extralimitación en el ejercicio de sus atribuciones al ocasionarle la muerte a Fidel Palomino Bustamante, José Vicente Simanca Galvis, Leonel Enrique Lázaro Ospina y Wilber Antonio Fernández Linares.  El 27 de junio de 1997 los miembros del Ejército antes mencionados fueron encontrados culpables del cargo imputado y sancionados con 30 días de suspensión de funciones sin remuneración.  El 18 de junio de 1998 la Procuraduría Departamental del Cesar, al resolver un recurso de apelación interpuesto por uno de los imputados, declaró prescrita la acción disciplinaria por haber transcurrido cinco años desde los hechos.
11. En cuanto a la jurisdicción contencioso administrativa, el peticionario, quien a su vez es apoderado de las presuntas víctimas a nivel interno, alega que interpuso una acción de reparación directa y que el 12 de abril de 1996 el Tribunal Administrativo del Cesar denegó las pretensiones de la demanda.  Al respecto, el Tribunal señaló que si bien se sabe con certeza que la compañía contraguerrilla destructor 2 fue la causante de la muerte de las presuntas víctimas ello no implica necesariamente la responsabilidad del Estado.  Asimismo, señaló que existió “precariedad probatoria”, que no se estructuró la falla en el servicio alegada y que por el contrario los miembros de la compañía contraguerrilla actuaron legítimamente no sólo en interés del patrimonio de la Nación, frente a un hurto de gasolina, sino para proteger sus propias vidas frente una agresión u amenaza de agresión.
12. El peticionario alega que interpuso recurso de apelación y que el 19 de septiembre de 2002 el Consejo de Estado confirmó la sentencia apelada.  El 31 de octubre de 2002 el peticionario interpuso recurso extraordinario de súplica, ante lo cual el 7 de noviembre de 2002 el Consejo de Estado profirió un auto mediante el cual, le solicitó al peticionario el poder conferido para interponer dicho recurso.  El 19 de noviembre de 2002 el peticionario dirigió un escrito al Consejo de Estado mediante el cual, solicitó tener en cuenta los poderes anexados para la presentación de la demanda de reparación directa que obran en el expediente.

13. El 16 de diciembre de 2002 la Sección Tercera del Consejo de Estado resolvió no dar trámite al recurso extraordinario de súplica.  En su decisión la Sección Tercera del Consejo de Estado señaló que el recurso de súplica es extraordinario que procede como medio de impugnación contra sentencias ya ejecutoriadas por lo que requiere de un poder con facultad expresa para iniciarlo y los poderes anexados a la demanda de reparación directa no le otorgaban la facultad para interponer el recurso extraordinario de súplica.  Asimismo, señaló que la inconformidad presentada por el peticionario contra el auto de 7 de noviembre de 2002 se interpuso por fuera del término de ejecutoria por lo que dicha orden quedó en firme, sin embargo no se dio cumplimiento a la misma a través de la presentación de un poder que le confiera al apoderado la facultad expresa para interponer el recurso de súplica.
14. El peticionario alega que presentó un recurso extraordinario de súplica contra la decisión de 16 de diciembre de 2002 y el 10 de julio de 2003 el Sección Tercera del Consejo de Estado confirmó el auto suplicado.  Alega que en vista de lo anterior interpuso una acción de tutela por violación del debido proceso, la cual fue denegada por la Sección Cuarta del Consejo de Estado el 26 de febrero de 2004 y que el 30 de abril de 2004 la Corte Constitucional excluyó de su revisión el fallo de tutela.  Alega que tuvo conocimiento de esta decisión el 3 de junio de 2004.
15. En suma el peticionario alega que al realizar el cambio del objeto de la investigación penal de homicidio a hurto la justicia penal no investigó la muerte de las presuntas víctimas, lo cual constituye una violación al debido proceso.  Asimismo, alega que la denegatoria del recurso extraordinario de súplica por parte de la Sección Tercera del Consejo de Estado constituye una violación al debido proceso.  En ese entendido, el peticionario alega que el Estado habría violado los derechos a la vida, la integridad personal, la libertad personal, y las garantías judiciales protegidos en los artículos 4, 5, 7 y 8 de la Convención Americana.
16. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, el peticionario alega que en cuanto al proceso adelantado ante la jurisdicción contencioso administrativa los recursos se habrían agotado con la decisión de la Corte Constitucional de 30 de abril de 2004, comunicada el 3 de junio de 2004, mediante la cual excluyó de su revisión la sentencia de tutela interpuesta por la denegación del recurso extraordinario de súplica.  En cuanto al proceso penal, el peticionario alega que el cambio de la investigación de homicidio a hurto impidió la posibilidad de interponer recursos por lo que resultaría aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(b) relativa a que se haya impedido al presunto lesionado en sus derechos agotar los recursos de jurisdicción interna.
B.
Posición del Estado
17. En primer término, el Estado alega que la caracterización de hechos presentada por los peticionarios es tergiversada y contradice lo probado en los procesos penal y disciplinario con base en la prueba técnica, documental, pericial y testimonial recabada y por lo tanto no constituyen violaciones a los derechos consagrados en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  Concretamente, el Estado alega que el Pelotón de Contraguerrilla Destructor 2 se desplazó al lugar de los hechos a realizar tareas de registro y control del terreno, encaminadas a impedir el reiterado hurto de combustibles del oleoducto que transporta hidrocarburos entre Barrancabermeja y Santa Marta.  Señala que durante el patrullaje nocturno sorprendieron a unos individuos que estaban perforando el tubo del oleoducto ante lo cual dieron la señal de alto y se identificaron como miembros del Ejército, ante lo cual fueron recibidos con disparos por lo que alega se vieron en la obligación de responder.  Alega que en la diligencia de levantamiento de cadáveres los funcionarios de la Inspección de Policía encontraron un camión Ford que tenía a bordo entre otras cosas 20 barriles metálicos con capacidad de 55 galones (17 llenos y tres vacíos), mangueras, además de cuatro armas de fuego y dos granadas de fragmentación, las cuales son de uso exclusivo de las Fuerzas Militares.  Asimismo, indica que en la declaración rendida el 12 de agosto de 1993 por el médico legista que practicó las diligencias de necropsia éste señaló que no encontró signos de tortura.
18. En segundo término, en cuanto al proceso penal adelantado por el delito de hurto el Estado confirma que el 29 de junio de 1999 la Unidad Coordinadora de la Dirección Regional de Fiscalías de Barranquilla suspendió la investigación previa y señaló que el 31 de marzo de 2000 el expediente se remitió a la Dirección General de Fiscalías de Valledupar.  Asimismo, el Estado indica que existiría una investigación por el delito de homicidio, sin embargo señala que no ha sido posible recopilar la información relacionada con este proceso y que la misma sería remitida a la CIDH una vez sea enviada por la Fiscalía General de la Nación.
19. En tercer término, el Estado alega que en cuanto al trámite surtido en la jurisdicción contencioso administrativa, el peticionario pretende utilizar el Sistema Interamericano como una cuarta instancia.  Señala que la única presunta violación al debido proceso alegada en el reclamo es la negativa del Consejo de Estado de estudiar el recurso extraordinario de súplica.  Alega que dicha decisión del Consejo de Estado se sustentó en el artículo 194 del Código Contencioso Administrativo, el cual dispone “ [e]l recurso extraordinario de súplica, procede contra las sentencias ejecutoriadas […]”, es decir con dicho recurso se inicia una actuación distinta al proceso que ya finalizó con una sentencia de fondo y ejecutoriada.
20. Señala además que la única razón por la que el Consejo de Estado no estudió el recurso de súplica fue la omisión del peticionario en aportar el poder que lo acreditaba como apoderado de las presuntas víctimas que le solicitó dicha corporación mediante auto de 7 de noviembre de 2002.  Al respecto, el Estado indica que el Consejo de Estado desde el Auto S-022 de 25 de agosto de 1999 exigía la presentación de un poder específico para la presentación del recurso extraordinario de súplica o que el poder originario mediante el cual se iniciaba la acción de reparación directa contemplara expresamente la facultad para interponerlo.

21. El Estado alega además que en vista de la inconformidad del peticionario frente a dicha negativa, éste interpuso una acción de tutela que fue admitida a estudio, sin embargo las pretensiones no prosperaron.  Señala que el hecho de que la decisión que resolvió la acción de tutela no haya sido favorable a las pretensiones del peticionario no caracteriza violaciones a los derechos consagrados en la Convención, puesto que además el peticionario no prueba una violación al derecho al debido proceso.  Indica que si bien el fallo de tutela no fue seleccionado para revisión de la Corte Constitucional, ésta tuvo la oportunidad de pronunciarse al respecto en su sentencia T-563 de 2004 en la que concluyó que la determinación de exigir un nuevo poder es válida por cuanto el mencionado recurso no hace parte del proceso ordinario que culminó con la ejecutoria de la sentencia.  En suma el Estado alega que de las actuaciones adelantadas en la jurisdicción contencioso administrativa no se desprende ningún acto arbitrario o desconocimiento de las garantías jurisdiccionales que resulten violatorias del artículo 8 de la Convención Americana.
22. Finalmente, el Estado solicita a la Comisión que declare el reclamo inadmisible por el incumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 46 de la Convención.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
23. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación, por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
24. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Asimismo, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura entró en vigencia para Colombia el 19 de enero de 1999, es decir con posterioridad a los hechos materia del reclamo.  Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión tiene competencia ratione temporis para aplicar la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en lo que se refiere a la obligación de investigar y sancionar los presuntos hechos de tortura y la presunta denegación de justicia por los hechos ocurridos con posterioridad a su ratificación.
25. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

27. El artículo 46(2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuáles serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

28. En el presente caso, en cuanto al proceso penal, el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, en cuanto al proceso disciplinario alega que se decretó la prescripción de la acción y en cuanto al proceso contencioso administrativo alega que el peticionario obtuvo pronunciamientos de fondo que habrían agotado los recursos internos.  Por su parte, los peticionarios alegan que en cuanto al proceso contencioso administrativo se habrían agotado los recursos internos con la decisión de la Corte Constitucional del 30 de abril de 2004 que excluyó de revisión la decisión de tutela que deniega las pretensiones de presunta violación del debido proceso por la negativa de conceder el recurso extraordinario de súplica, la cual le habría sido comunicada al peticionario el 3 de junio de 2004.  En cuanto al proceso penal, el peticionario alega que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(b) de la Convención Americana en vista de que el cambio de la investigación de homicidio a hurto impidió la posibilidad de interponer recursos.
29. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un presunto delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión considera que los hechos expuestos por el peticionario comprenden la posible vulneración de derechos fundamentales como el derecho a la vida, la integridad personal y la libertad personal, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento deben ser impulsados por el Estado mismo.

30. Al respecto, la Comisión observa que, como regla general, una investigación penal, debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea considerada sospechosa.  Según ha señalado la Corte Interamericana, si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.
31. Al respecto, los peticionarios alegaron que el 18 de marzo de 1993 el Juzgado Promiscuo Municipal de Pailitas ordenó el inició de investigación preliminar por el delito de homicidio.  Posteriormente, el 1º de abril de 1993 la Fiscalía a cargo remitió la investigación a la Fiscalía Regional de Barranquilla, la cual convirtió el objeto de la investigación de homicidio a una investigación por el hurto de gasolina del oleoducto en la que las presuntas víctimas se convirtieron en imputadas.  Alegaron que el 29 de junio de 1999 el Fiscal Delegado ante los Jueces Regionales decidió suspender la investigación.  Por su parte, el Estado alegó que existiría una investigación por el delito de homicidio pero que no le habría sido posible recopilar toda la información relacionada con la misma.  No obstante, con base en lo informado por las partes la Comisión entiende que de existir dicha investigación aún se encontraría en etapa preliminar.
32. En vista de lo anterior la Comisión nota que habiendo transcurrido más de 17 años de ocurridos los presuntos hechos materia del reclamo, no se habría establecido la responsabilidad penal de ninguna persona.  Por lo tanto, dadas las características del presente caso y el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo de los procesos judiciales internos, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.

33. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46(2) de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46(2), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

34. En cuanto al reclamo sobre la presunta violación del artículo 8 de la Convención Americana por la denegación del recurso extraordinario de súplica, la Comisión observa que dicho recurso que está consagrado en el artículo 194 del Código Contencioso Administrativo, adicionado por el artículo 57 de la Ley 446 de 1998, procede contra sentencias ejecutoriadas proferidas por las secciones o subsecciones del Consejo de Estado, por violación directa de normas sustanciales, ya sea por aplicación indebida, falta de aplicación o interpretación errónea de las mismas.  Al respecto, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en sesión del 1º de diciembre de 1998, acordó “[…] exigir nuevo poder para el trámite del recurso extraordinario de súplica y conceder un término para aplicar el artículo 143 […]”
.  Posteriormente, en agosto de 1999 la misma Corporación reiteró dicho requisito ya que consideró que “por tratarse de un recurso extraordinario - el de súplica - y por ser procedente únicamente contra sentencias ejecutoriadas, dictadas por las secciones o subsecciones del Consejo de Estado, debe acompañarse nuevo poder especial para tal propósito, a menos que quien actúe en su propio nombre ostente y demuestre la calidad de abogado inscrito”
.

35. La Comisión observa que tras la interposición del mencionado recurso, el Consejo de Estado profirió un auto el 7 de noviembre de 2002 mediante el cual, le solicitó al peticionario la presentación del poder conferido para interponer el recurso.  No obstante, mediante escrito del 19 de noviembre de 2002 el peticionario le solicitó al Consejo de Estado tener en cuenta los poderes anexados para la presentación de la demanda de reparación directa que obran en el expediente.  Sin embargo, dichos poderes no le conferían la facultad expresa para interponer recurso extraordinario de súplica.  La Comisión observa que según la información disponible la presentación de un poder específico era un requerimiento y el peticionario no ha explicado por qué no pudo cumplir con lo requerido por el Tribunal, y no ha alegado específica o concretamente por qué no era razonable el requerimiento.  En tal sentido, la Comisión considera que sobre este alegato, el peticionario no agotó debidamente los recursos internos.
2. Plazo de presentación de la petición

36. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46(2)(c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

37. En el presente caso, la petición fue recibida el 10 de septiembre de 2004 y los presuntos hechos materia del reclamo se produjeron el 16 de marzo de 1993 y sus efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, así como el hecho de que aún una investigación se encuentra pendiente, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

38. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

39. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que las alegaciones de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de la ausencia de esclarecimiento judicial de los hechos materia del reclamo podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal y a las garantías judiciales protegidos en los artículos 4, 5, 7 y 8 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.
40. Asimismo, dados los elementos presentados por las partes y en aplicación del principio iura novit curia, corresponde a la Comisión establecer la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación del artículo 25 de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
V.
CONCLUSIONES
41. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo concluye que el alegato sobre la presunta violación del artículo 8 de la Convención Americana por la denegación del recurso extraordinario de súplica no resulta admisible por falta de agotamiento de los recursos internos.
42. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible los reclamos presentados con relación a los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párrafo 93.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Consejero Ponente Alberto Arango Mantilla, 25 de agosto de 1999, radicación número S-022, 25 de agosto de 1999.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Consejero Ponente Alberto Arango Mantilla, 25 de agosto de 1999, radicación número S-022, 25 de agosto de 1999.





